
 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA  SUBSECCIÓN  “D” 

 

 

 

FIJACIÓN TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

EXPEDIENTE N°: 25000234200020180084700 

DEMANDANTE:    ELVA MARIA VEGA SANDOVAL 

DEMANDADO:   NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ Y LA UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 

MAGISTRADO:   CERVELEON PADILLA LINARES 

 

Hoy jueves, 30 de noviembre de 2023, el Oficial Mayor de la 

Subsección “D”, deja constancia que se fija en la página web de la Rama 

Judicial, el escrito de excepciones contenido en la contestación de 

demanda presentada por el apoderado de la partes demandadas NACIÓN 

– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ Y LA UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL., visible en el link que se 

encuentra a continuación, en consecuencia se fija por el término de un 

(1) día, así mismo, vencido el día de fijación, se mantendrá en la 

Secretaría de la Subsección “D”, a disposición de la parte contraria, por 

el término de tres (03) días. 
 

https://samai.azurewebsites.net/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=2500023420002018008

47002500023 

 

Lo anterior en virtud del art. 175, parágrafo 2 del C.P.A.C.A.  

 

 

 

 

https://samai.azurewebsites.net/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=250002342000201800847002500023
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Honorable Magistrado  
CERVELEÓN PADILLA LINARES 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA  
SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “D” 
E.                   S.                   D.  
  

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Demandante: Elva María Vega Sandoval 
Demandada: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 
de la Protección Social – UGPP 
Radicado: 25000234200020180084700 
Asunto: Contestación de la demanda 

 

Respetado Magistrado, 

FABIAN LIBARDO LOZANO BARRERA mayor de edad, vecino y residente en la ciudad de Bogotá, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 1.049.650.342 de Tunja y la Tarjeta Profesional No. 
375.284 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderado judicial de LA UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -  en adelante UGPP - , NIT 900.373.913-4, de conformidad con la 
escritura pública No. 733 del 17 de Febrero 2023, otorgada en la Notaría Setenta y Tres (73) del 
Círculo de Bogotá D.C, y escritura pública No. 286 de 31 de marzo de 2023, otorgada en la Notaría 
Única del Círculo de Cota, concurro ante su Despacho con el fin de presentar CONTESTACIÓN DE 
LA DEMANDA, propuesta mediante apoderado por la señora Elva María Vega Sandoval, en los 
términos y con los requisitos estipulados por el CPACA., según como sigue: 
 

I. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

En nombre de la demandada, ME OPONGO DE PLANO A TODAS Y CADA UNA DE LAS 

PRETENSIONES DE LA DEMANDA presentadas por la demandante, señora Elva María Vega 

Sandoval, por carecer de fundamento jurídico y fáctico, por las razones que sustentaré en el acápite 

correspondiente; en consecuencia, solicito respetuosamente en sentencia de fondo se exonere de 

toda condena a la entidad que represento y se declaren probadas las excepciones enunciadas. 

 

A LA PRIMERA. ME OPONGO, toda vez que como se demostrará a lo largo del proceso el acto 

administrativo cuya nulidad se pretende se encuentra ajustado a derecho, pues la demandante no 

cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

Mediante Resolución No. RDP 029169 del 21 de julio de 2017, se negó el reconocimiento de una 

pensión gracia, por cuanto no aportó al expediente pensional la documentación necesaria para 

efectuar el estudio de la prestación como lo es, certificado de información laboral y factores salariales, 

actos administrativos de nombramiento y posesión. 

 

A LA SEGUNDA. ME OPONGO, toda vez que como se demostrará a lo largo del proceso el acto 

administrativo cuya nulidad se pretende se encuentra ajustado a derecho, pues la demandante no 

cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

En la Resolución atacada, se expuso que el tipo de VINCULACIÓN como docente de los tiempos 

laborados antes del año 1980, es de carácter NACIONAL, y como no existen más tiempos, los 

posteriores a 1980 no pueden ser tenidos en cuenta, toda vez que la pensión gracia se causa 

únicamente para los docentes que cumplan 20 años de servicio en colegios del orden Departamental, 

Distrital o Municipal, sin que sea posible acumular tiempos del orden Nacional; en consecuencia, se 
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puede establecer que no es procede el reconocimiento de la pensión gracia a favor de la demandante, 

por cuanto no reúne los requisitos exigidos por las normas vigentes para acceder a la pensión gracia. 

 

A LA TERCERA. NI ME OPONGO, NI ME ALLANO, corresponde a un asunto ajeno a las 

competencias y conductas de mi representada; no obstante, como se demostrará a lo largo del 

proceso, la demandante no cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

Dígase, además, que son actos no susceptibles de control judicial. 

 

A LA CUARTA. NI ME OPONGO, NI ME ALLANO, corresponde a un asunto ajeno a las competencias 

y conductas de esta entidad que represento; no obstante, como se demostrará a lo largo del proceso, 

la demandante no cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

Dígase, además, que son actos no susceptibles de control judicial. 

 

A LA QUINTA. NI ME OPONGO, NI ME ALLANO, corresponde a un asunto ajeno a las competencias 

y conductas de esta entidad que represento; no obstante, como se demostrará a lo largo del proceso, 

la demandante no cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

Dígase, además, que son actos no susceptibles de control judicial. 

 

A LA SEXTA. NI ME OPONGO, NI ME ALLANO, corresponde a un asunto ajeno a las competencias 

y conductas de esta entidad que represento; no obstante, como se demostrará a lo largo del proceso, 

la demandante no cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

Dígase, además, que son actos no susceptibles de control judicial. 

 

A LA SÉPTIMA. NI ME OPONGO, NI ME ALLANO, corresponde a un asunto ajeno a las 

competencias y conductas de esta entidad que represento; no obstante, como se demostrará a lo largo 

del proceso, la demandante no cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

Dígase, además, que son actos no susceptibles de control judicial. 

 

A LA OCTAVA. NI ME OPONGO, NI ME ALLANO, corresponde a un asunto ajeno a las competencias 

y conductas de esta entidad que represento; no obstante, como se demostrará a lo largo del proceso, 

la demandante no cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

Dígase, además, que son actos no susceptibles de control judicial. 

 

A LA NOVENA. ME OPONGO, toda vez que como se demostrará a lo largo del proceso el acto 

administrativo cuya nulidad se pretende se encuentra ajustado a derecho, pues la demandante no 

cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

En los actos administrativos atacados, se expuso que el tipo de VINCULACIÓN como docente de los 

tiempos laborados antes del año 1980, es de carácter NACIONAL, y como no existen más tiempos, 

los posteriores a 1980 no pueden ser tenidos en cuenta, toda vez que la pensión gracia se causa 

únicamente para los docentes que cumplan 20 años de servicio en colegios del orden Departamental, 

Distrital o Municipal, sin que sea posible acumular tiempos del orden Nacional, en consecuencia, se 
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puede establecer que no es procede el reconocimiento de la pensión gracia a favor de la demandante, 

por cuanto no reúne los requisitos exigidos por las normas vigentes para acceder a la pensión gracia. 

 

A LA DÉCIMA. NI ME OPONGO, NI ME ALLANO, corresponde a un asunto ajeno a las competencias 

y conductas de esta entidad que represento; no obstante, como se demostrará a lo largo del proceso, 

la demandante no cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita. 

 

A LA DÉCIMA PRIMERA. ME OPONGO, toda vez que como se demostrará a lo largo del proceso el 

acto administrativo cuya nulidad se pretende se encuentra ajustado a derecho, pues la demandante 

no cumple con los requisitos para acceder a la pensión gracia que solicita, y comoquiera que lo 

accesorio sigue la suerte de lo principal, al no tener derecho al reconocimiento del petitum, mucho 

menos habrá lugar a indexación. 

 

DÉCIMA SEGUNDA. ME OPONGO, toda vez que, como se demostrará a lo largo del presente 

proceso, a la demandante no le asiste derecho al reconocimiento y pago de la pensión gracia, y 

comoquiera que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, al no tener derecho al reconocimiento del 

petitum, mucho menos habrá lugar al pago de costas y agencias en derecho. 

 

Así las cosas, al existir sendos fundamentos fácticos y jurídicos para negar las pretensiones de la 

demanda, las costas procesales han de ser pagadas por el extremo activo. 

  

II. A LOS HECHOS 

 

Me permito presentar pronunciamiento frente a los hechos objeto de la demanda en el mismo orden 

que fueron propuestos: 

 

AL 1. ES CIERTO, de acuerdo con el material obrante dentro del expediente administrativo y la 

Resolución RDP 029169 de fecha 21 de julio de 2017. 

 

AL 2. ES CIERTO, de conformidad con la Resolución RDP 036238 de 2017. 

 

AL 3. ES PARCIALMENTE CIERTO, obra en el expediente pensional la siguiente documentación: 

 

Formato FOMAG - CERTIFICADO DE INFORMACIÓN LABORAL expedido el 05 de julio de 2017 por 

la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ en la cual se indica que la Señora ELVIA MARÍA 

VEGA SANDOVAL laboró como docente de primaria, según nombramiento efectuado con la 

Resolución No. 469 del 27 de junio de 1995 posesionada el 17 de julio de 1995 y retirada por 

INVALIDEZ según Resolución No. 8441 del 03 de septiembre de 2007, documento que no indica el 

tipo de vinculación; pero señala que la fuente de los recursos son del distrito y son propios.  

 

Formato diferente al FOMAG, certificado expedido por el Coordinador del Grupo de Certificaciones de 

la Subdirección de Talento Humano del Ministerio de Educación Nacional de fecha 05 de septiembre 

de 2016, en el cual se indica que la señora ELVA MARÍA VEGA SANDOVAL fue nombrada como 

profesora mediante Resolución No. 14238 del 28 de agosto de 1979 y posesionada el 20 de 

septiembre de 1979, cargo al que se le aceptó la renuncia mediante Resolución No. 7711 DEL 22 DE 

JUNIO DE 1988 a partir del 28 de enero de 1988. 

 

Formato  FOMAG CERTIFICADO DE FACTORES SALARIALES expedido el 05 de julio de 2017 por 

la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ en la cual se indican los sueldos devengados por la 
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Señora ELVIA MARÍA VEGA SANDOVAL en los años 2005.2006.2007, documento que indica que es 

docente de primaría, y que la fuente de los recursos es territorial distrital y son recursos propios; así 

mismo no indica el tipo de vinculación. 

 

Copia autentica de la Resolución No. 14238 del 28 de agosto de 1979, mediante el cual el MINISTERIO 

DE EDUCACÓN NACIONAL, nombra a la señora ELVA MARÍA VEGA SANDOVAL como docente. 

 

Copia autentica de la Resolución No. 469 del 27 de junio de 1995, mediante el cual el ALCALDE DE 

SANTA FE DE BOGOTÁ nombra como docente entre otras personas a la señora ELVA MARÍA VEGA 

SANDOVAL. 

 

Copia autentica de la diligencia de posesión ante el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL de 

fecha 20 de septiembre de 1979, en el cual se toma posesión al cargo que fue nombrada mediante 

Resolución 14238 del 28 de agosto de 1979.  

 

Copia autentica de la diligencia de posesión ante el ALCALDE DE SANTA FE DE BOGOTÁ de fecha 

04 de julio de 1995, en el cual se toma posesión al cargo que fue nombrada mediante Resolución No. 

469 del 27 de junio de 1995.  

 

De conformidad con la documentación antes descrita se establece que la señora VEGA SANDOVAL 

ELVA MARIA, prestó sus servicios al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL desde el 20 de 

septiembre de 1979 al 28 de enero de 1988, tiempos que son de carácter NACIONAL por provenir del 

MEN, por lo que no son válidos para efectos del reconocimiento de la pensión gracia. 

 

Así mismo se observa que prestó sus servicios al DISTRITO DE BOGOTÁ desde el 17 de julio de 

1995 hasta el 10 de septiembre de 2007, tiempos que son posteriores al 31 de diciembre de 1980, 

razón por la cual no pueden ser tenidos en cuenta para efectos del reconocimiento de la pensión 

gracia, si no existe algún tiempo anterior prestado como docente con una vinculación de carácter 

NACIONALIZADO, TERRITORIAL O MUNICIPAL.  

 

De acuerdo a lo anterior se establece que el tipo de VINCULACIÓN como docente de los tiempos 

laborados antes del año 1980, es de carácter NACIONAL, y como no existen más tiempos, los 

posteriores a 1980 no pueden ser tenidos en cuenta, toda vez que la pensión gracia se causa 

únicamente para los docentes que cumplan 20 años de servicio en colegios del orden Departamental, 

Distrital o Municipal, sin que sea posible acumular tiempos del orden Nacional, en consecuencia, se 

puede establecer que no es procede el reconocimiento de la pensión gracia a favor del interesado, por 

cuanto no reúne los requisitos exigidos por las normas vigentes para acceder a la pensión gracia. 

 

AL 4. NO ES CIERTO, Obra en el expediente pensional la siguiente documentación: 

 

Formato FOMAG - CERTIFICADO DE INFORMACIÓN LABORAL expedido el 05 de julio de 2017 por 

la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ en la cual se indica que la Señora ELVIA MARÍA 

VEGA SANDOVAL laboró como docente de primaria, según nombramiento efectuado con la 

Resolución No. 469 del 27 de junio de 1995 posesionada el 17 de julio de 1995 y retirado por 

INVALIDEZ según Resolución No. 8441 del 03 de septiembre de 2007, documento que no indica el 

tipo de vinculación; pero señala que la fuente de los recursos son del distrito y son propios.  

 

Formato diferente al FOMAG. Certificado expedido por el Coordinador del Grupo de Certificaciones 

de la Subdirección de Talento Humano del Ministerio de Educación Nacional de fecha 05 de 
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septiembre de 2016, en el cual se indica que la señora ELVA MARÍA VEGA SANDOVAL fue nombrada 

como profesora mediante Resolución No. 14238 del 28 de agosto de 1979 y posesionada el 20 de 

septiembre de 1979, cargo al que se le aceptó la renuncia mediante Resolución No. 7711 DEL 22 DE 

JUNIO DE 1988 a partir del 28 de enero de 1988. 

 

Formato FOMAG CERTIFICADO DE FACTORES SALARIALES expedido el 05 de julio de 2017 por 

la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ en la cual se indican los sueldos devengados por la 

Señora ELVIA MARÍA VEGA SANDOVAL en los años 2005.2006.2007, documento que indica que es 

docente de primaría, y que la fuente de los recursos es territorial distrital y son recursos propios; así 

mismo no indica el tipo de vinculación. 

 

Copia autentica de la Resolución No. 14238 del 28 de agosto de 1979, mediante el cual el MINISTERIO 

DE EDUCACÓN NACIONAL, nombra a la señora ELVA MARÍA VEGA SANDOVAL como docente. 

 

Copia autentica de la Resolución No. 469 del 27 de junio de 1995, mediante el cual el ALCALDE DE 

SANTA FE DE BOGOTÁ nombra como docente entre otras personas a la señora ELVA MARÍA VEGA 

SANDOVAL. 

 

Copia autentica de la diligencia de posesión ante el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL de 

fecha 20 de septiembre de 1979, en el cual se toma posesión al cargo que fue nombrada mediante 

Resolución 14238 del 28 de agosto de 1979.  

 

Copia autentica de la diligencia de posesión ante el ALCALDE DE SANTA FE DE BOGOTÁ de fecha 

04 de julio de 1995, en el cual se toma posesión al cargo que fue nombrada mediante Resolución No. 

469 del 27 de junio de 1995.  

 

De conformidad con la documentación antes descrita que se establece que la señora VEGA 

SANDOVAL ELVA MARIA, prestó sus servicios al MINISTERIOR DE EDUCACIÓN NACIONAL desde 

el 20 de septiembre de 1979 al 28 de enero de 1988, tiempos que son de carácter NACIONAL por 

provenir del MEN, por lo que no son válidos para efectos del reconocimiento de la pensión gracia. 

 

Así mismo se observa que prestó sus servicios al DISTRITO DE BOGOTÁ desde el 17 de julio de 

1995 hasta el 10 de septiembre de 2007, tiempos que son posteriores al 31 de diciembre de 1980, 

razón por la cual no pueden ser tenidos en cuenta para efectos del reconocimiento de la pensión 

gracia, si no existe algún tiempo anterior prestado como docente con una vinculación de carácter 

NACIONALIZADO, TERRITORIAL O MUNICIPAL.  

 

De acuerdo a lo anterior se establece que el tipo de VINCULACIÓN como docente de los tiempos 

laborados antes del año 1980, es de carácter NACIONAL, y como no existen más tiempos, los 

posteriores a 1980 no pueden ser tenidos en cuenta, toda vez que la pensión gracia se causa 

únicamente para los docentes que cumplan 20 años de servicio en colegios del orden Departamental, 

Distrital o Municipal, sin que sea posible acumular tiempos del orden Nacional, en consecuencia, se 

puede establecer que no es procede el reconocimiento de la pensión gracia a favor de la demandante, 

por cuanto no reúne los requisitos exigidos por las normas vigentes para acceder a la pensión gracia. 

 

AL 5. NO ES CIERTO, el tipo de VINCULACIÓN como docente de los tiempos laborados antes del 

año 1980, es de carácter NACIONAL, y como no existen más tiempos, los posteriores a 1980 no 

pueden ser tenidos en cuenta, toda vez que la pensión gracia se causa únicamente para los docentes 

que cumplan 20 años de servicio en colegios del orden Departamental, Distrital o Municipal, sin que 
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sea posible acumular tiempos del orden Nacional, en consecuencia, se puede establecer que no es 

procede el reconocimiento de la pensión gracia a favor de la demandante, por cuanto no reúne los 

requisitos exigidos por las normas vigentes para acceder a la pensión gracia. 

 

AL 6. NO ES UN HECHO, se trata de apreciaciones subjetivas realizadas por la parte actora en 

relación con normativa aplicable. No constituyen circunstancias de hecho, modo y lugar. 

 

AL 7. NO ES UN HECHO, se trata de referencias jurisprudenciales. No constituyen circunstancias de 

hecho, modo y lugar. 

 

III. FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO DE LA DEFENSA 

 

DE LA REGULACIÓN DE LA PENSIÓN GRACIA 

 

Como es de conocimiento, la pensión gracia es considerada como una prestación de carácter especial 

otorgada a los docentes estatales territoriales, como reconocimiento a su esfuerzo, capacidad, 

dedicación y conocimientos al servicio de la actividad educativa cumplida durante un lapso no inferior 

a 20 años, entre otras exigencias. Su regulación normativa será abordada a continuación:  

La pensión especial de gracia fue creada a través del artículo 1 de la Ley 114 de 1913, así:  

Los maestros de las Escuelas Primarias Oficiales que hayan servido en el Magisterio por un 

término no menor a veinte años, tienen derecho a una pensión de jubilación vitalicia, en 

conformidad con las prescripciones de la presente Ley.  

El numeral 3 del artículo 4 de la ley en cita, determinó de manera adicional que, para gozar de la 

referida prestación, era necesario comprobar, que el docente “no había recibido ni recibe actualmente 

otra pensión o recompensa de carácter nacional”. El propósito de la pensión gracia de acuerdo a la 

postura del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo, fue compensar los bajos niveles 

salariales que percibían los profesores de primaria de las entidades territoriales respecto de las 

asignaciones que recibían los docentes vinculados directamente con la Nación. 

De manera posterior, la Ley 116 de 1928, amplió el beneficio de la pensión gracia a maestros de 

secundaria, normales e inspectores: 

Los empleados y profesores de las Escuelas Normales y los Inspectores de Instrucción 

Pública tienen derecho a la jubilación en los términos que contempla la Ley 114 de 1993 y 

demás que a éste complementan. Para el computo de los años de servicio se sumarán los 

prestados en diversas épocas, tanto en el campo de la enseñanza primaria como en el de la 

normalista, pudiéndose contar aquella la que implica la inspección.  

Adicionalmente, la Ley 37 de 1933, hizo extensiva la pensión de gracia a los maestros que prestarán 

sus servicios en el nivel secundario. En la década del 75, el Estado dio inicio a lo que se conoció como 

la nacionalización de la educación a través de la Ley 43 de 1975, por medio de la cual los profesores 

de primaria y secundaria quedaron vinculados a la Nación, ello trajo como consecuencia que ya no 

existirán diferencias salariales entre los distintos docentes del sector oficial.  

A través de la Ley 91 de 1989, respecto de la pensión de gracia se señaló que los docentes vinculados 

hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato de las leyes 114 de 1913, 116 de 1928 y 37 de 

1933, tuviesen derecho a la pensión gracia se les reconocerá siempre y cuando cumplan con la 
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totalidad de los requisitos. Estableciendo además que la misma sería compatible con la pensión 

ordinaria o de jubilación aún en el evento de estar a cargo total o parcial de la Nación.  

Bajo dicha normatividad, la Sala Plena del Consejo de Estado en fallo del 26 de agosto de 1997, aclaró 

que el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es de carácter transitorio, para no desconocer 

los derechos adquiridos de los docentes en relación con la pensión gracia, tratándose de los docentes 

nacionalizados. Veamos: 

La disposición transcrita se refiere de manera exclusiva a aquellos docentes departamentales 

o regionales y municipales que quedaron comprendidos en el mencionado proceso de 

nacionalización. A ellos, por habérseles sometido repentinamente a este cambio de 

tratamiento, se les dio la oportunidad de que se les reconociera la referida pensión, siempre 

que reunieran la totalidad de los requisitos y que hubiesen estado vinculados de conformidad 

con las Leyes 114 de 1913, 116 de 1928 y 37 de 1933. 

De lo anterior, se colige que dicha prestación no fue diseñada para los docentes vinculados de manera 

directa a la nación, sino que admitía que en virtud del proceso de nacionalización de la Ley 43 de 1975 

los docentes territoriales vinculados antes del 31 de diciembre de 1980, nacionalizados dentro del 

tránsito de dicha ley, gozaran del ejercicio de los derechos adquiridos respecto de la pensión gracia.  

Bajo tal análisis el Consejo de Estado a través de sentencia de unificación 25000-23-42-000-2013-

04683-01 de fecha (21) de junio de 2018 indicó:  

“De manera que para el reconocimiento y pago de la pensión gracia es indispensable acreditar 

el cumplimiento de la totalidad de los requisitos establecidos en la normativa que la regula, 

entre los que se encuentran, haber prestado los servicios como docente en planteles 

departamentales, distritales o municipales por un término no menor de veinte (20) años y que 

estuviere vinculado antes del 31 de diciembre de 1980; haber cumplido cincuenta años de 

edad; y haberse desempeñado con honradez, consagración y buena conducta”.  

Ahora bien, en la sentencia referida, el honorable Consejo de Estado indicó que se hacía necesario 

evaluar el origen y naturaleza de los recursos girados a las entidades territoriales provenientes, en su 

momento del situado fiscal y posteriormente del sistema general de participaciones y a la incidencia 

de los fondos educativos regionales (FER) en el nombramiento de algunos docentes oficiales, pues 

dicho panorama permitiría distinguir entre los educadores oficiales, los que ostentan la calidad de 

nacionales, nacionalizados o territoriales, para determinar si efectivamente con la intervención del 

respectivo fondo educativo regional en la vinculación del docente en la plaza a proveer sería 

catalogado como nacional.  

Debido a la contrapuesta y poco pacifica jurisprudencia del tribunal, se determinó de manera preliminar 

la definición de los docentes, así: i. nacionales, son los docentes vinculados por nombramiento del 

Gobierno Nacional. ii. Nacionalizado, son los docentes vinculados por nombramiento de entidad 

territorial antes del 1 de enero de 1976 y los vinculados a partir de esta fecha, de conformidad con lo 

dispuesto en la Ley 43 de 1975. iii. Territorial, son los docentes vinculados por nombramiento de 

entidad territorial, a partir del 1 de enero de 1976, sin el cumplimiento del requisito establecido en el 

artículo 10 de la Ley 43 de 1975.  

Ahora bien, ¿Cuál es la situación jurídica de los educadores oficiales cuando interviene los fondos 

educativos regionales en el acto de vinculación?, veamos a continuación las reglas de unificación 

determinadas por el Consejo de Estado: 

mailto:jbustos@ugpp.gov.co


EUNOMIA ABOGADOS S.A.S 

Calle 78 # 10-31 Bogotá D.C., 

Colombia Nit 901.673.602-1 

Cel.: (+57) 313-8916435 

jbustos@ugpp.gov.co 

Bogotá, Colombia | Calle 78 # 10 - 31 | Cel.: (+57) 313-8916435 

 
 
 
 
 
 
 

 

i) Los recursos del situado fiscal que otrora transfería o cedía la Nación a las entidades 

territoriales, en vigencia de la Carta de 1886 y hasta cuando permanecieron en vigor 

en la Constitución de 1991, no obstante su origen o fuente nacional, una vez se 

incorporaban a los presupuestos locales pasaban a ser de propiedad exclusiva de los 

referidos entes en calidad de rentas exógenas.  

 

ii) Los entes territoriales son los titulares directos o propietarios de los recursos que les 

gira la Nación, provenientes del sistema general de participaciones, por asignación 

directa del artículo 356 de la Carta Política de 1991.  

 

iii)  La financiación de los gastos que generaban los fondos educativos regionales no 

solo dependía de los recursos que giraba la Nación a las entidades territoriales por 

concepto del situado fiscal, sino que también correspondía a los entes locales 

destinar parte de su presupuesto para atender al sostenimiento de los referidos 

fondos educativos (artículos 29 del Decreto 3157 de 1968; y 60, inciso 2.º, de la Ley 

24 de 1988). 

 

iv) Así como los fondos educativos regionales atendían los gastos que generaban los 

servicios educativos de los docentes nacionales y nacionalizados, resulta factible 

colegir de manera razonada que lo propio acontecía con algunas de las erogaciones 

salariales originadas por el servicio que prestaban los educadores territoriales, ya que 

los recursos destinados para tal fin provenían tanto de la Nación —situado fiscal— 

como de las entidades territoriales, y además, en uno y otro caso, el universo de esos 

recursos le pertenecía de forma exclusiva a los entes locales dado que ingresaban a 

sus presupuestos en calidad de rentas exógenas y endógenas.  

 

v) Por tanto, no es dable inferir que los docentes territoriales y/o nacionalizados se 

convierten en educadores nacionales (i) cuando en el acto de su vinculación 

interviene, además del representante legal de la entidad territorial, el delegado 

permanente del Ministerio de Educación Nacional como miembro de la junta 

administradora del respectivo fondo educativo regional, así, este último, certifique 

la vacancia del cargo junto con la disponibilidad presupuestal; y (ii) por el argumento 

de que los recursos destinados para su sostenimiento tienen su origen o fuente en la 

Nación.  

 

vi) Prueba de calidad de docente territorial. Se requiere copia de los actos 

administrativos donde conste el vínculo, en los que además se pueda establecer con 

suficiente claridad que la plaza a ocupar sea de aquellas que el legislador ha previsto 

como territoriales, o en su defecto, también se puede acreditar con la respectiva 

certificación de la autoridad nominadora que dé cuenta de manera inequívoca que el 

tipo de vinculación al cual se encuentra sometido el docente oficial es de carácter 

territorial.  

 

vii) Origen de los recursos de la entidad nominadora. Lo esencialmente relevante, 

frente al reconocimiento de la pensión gracia, es la acreditación de la plaza a ocupar, 

esto es, que sea de carácter territorial o nacionalizada, pues conforme a los 
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lineamientos fijados por la Sala en esta providencia, en lo que respecta a los 

educadores territoriales, el pago de sus acreencias provenía directamente de las 

rentas endógenas de la respectiva localidad, o de las exógenas —situado fiscal— 

cuando se sufragaban los gastos a través de los fondos educativos regionales; y 

en lo que tiene que ver con los educadores nacionalizados, las erogaciones que estos 

generaban se enmarcan en los recursos del situado fiscal, hoy sistema general de 

participaciones. 

 

De la regulación en cita, se tiene que los recursos que financian el cargo que ocupa el docente 

terminan el tipo de vinculación; si se trata de recursos del situado fiscal, los cuales por su naturaleza 

se entienden cedidos a las entidades territoriales, se puede argumentar que la vinculación del docente 

es de carácter nacional porque la financiación proviene de recursos de la nación; por el contrato, si se 

trata de recursos del sistema general de participaciones, que por su naturaleza se entienden asignados 

directamente a la entidad territorial, la cual pasa a ser titular de los recursos, se puede inferir que la 

vinculación del docente es de carácter territorial.  

 

CASO CONCRETO 

 

Dentro del expediente administrativo en custodia de la entidad se tienen los siguientes documentos, 

que permiten concluir:  

 

Formato FOMAG - CERTIFICADO DE INFORMACIÓN LABORAL expedido el 05 de julio de 

2017 por la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ en la cual se indica que la Señora 

ELVIA MARÍA VEGA SANDOVAL laboró como docente de primaria, según nombramiento 

efectuado con la Resolución No. 469 del 27 de junio de 1995 posesionada el 17 de julio de 

1995 y retirado por INVALIDEZ según Resolución No. 8441 del 03 de septiembre de 2007, 

documento que no indica el tipo de vinculación; pero señala que la fuente de los recursos son 

del distrito y son propios.  

 

Formato diferente al FOMAG. Certificado expedido por el Coordinador del Grupo de 

Certificaciones de la Subdirección de Talento Humano del Ministerio de Educación Nacional 

de fecha 05 de septiembre de 2016, en el cual se indica que la señora ELVA MARÍA VEGA 

SANDOVAL fue nombrada como profesora mediante Resolución No. 14238 del 28 de agosto 

de 1979 y posesionada el 20 de septiembre de 1979, cargo al que se le aceptó la renuncia 

mediante Resolución No. 7711 DEL 22 DE JUNIO DE 1988 a partir del 28 de enero de 1988. 

 

Formato del FOMAG CERTIFICADO DE FACTORES SALARIALES expedido el 05 de julio de 

2017 por la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ en la cual se indican los sueldos 

devengados por la Señora ELVIA MARÍA VEGA SANDOVAL en los años 2005.2006.2007, 

documento que indica que es docente de primaría, y que la fuente de los recursos es territorial 

distrital y son recursos propios; así mismo no indica el tipo de vinculación. 

 

Copia autentica de la Resolución No. 14238 del 28 de agosto de 1979, mediante el cual el 

MINISTERIO DE EDUCACÓN NACIONAL, nombra a la señora ELVA MARÍA VEGA 

SANDOVAL como docente. 

 

Copia autentica de la Resolución No. 469 del 27 de junio de 1995, mediante el cual el 

ALCALDE DE SANTA FE DE BOGOTÁ nombra como docente entre otras personas a la 

señora ELVA MARÍA VEGA SANDOVAL. 
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Copia autentica de la diligencia de posesión ante el MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL de fecha 20 de septiembre de 1979, en el cual se toma posesión al cargo que fue 

nombrada mediante Resolución 14238 del 28 de agosto de 1979.  

 

Copia autentica de la diligencia de posesión ante el ALCALDE DE SANTA FE DE BOGOTÁ 

de fecha 04 de julio de 1995, en el cual se toma posesión al cargo que fue nombrada mediante 

Resolución No. 469 del 27 de junio de 1995.  

 

De conformidad con la documentación antes descrita que se establece que la señora VEGA 

SANDOVAL ELVA MARIA, prestó sus servicios al MINISTERIOR DE EDUCACIÓN 

NACIONAL desde el 20 de septiembre de 1979 al 28 de enero de 1988, tiempos que son de 

carácter NACIONAL por provenir del MEN, por lo que no son válidos para efectos del 

reconocimiento de la pensión gracia. 

 

Así mismo se observa que prestó sus servicios al DISTRITO DE BOGOTÁ desde el 17 de julio 

de 1995 hasta el 10 de septiembre de 2007, tiempos que son posteriores al 31 de diciembre 

de 1980, razón por la cual no pueden ser tenidos en cuenta para efectos del reconocimiento 

de la pensión gracia, si no existe algún tiempo anterior prestado como docente con una 

vinculación de carácter NACIONALIZADO, TERRITORIAL O MUNICIPAL.  

 

De acuerdo a lo anterior se establece que el tipo de VINCULACIÓN como docente de los tiempos 

laborados antes del año 1980, es de carácter NACIONAL, y como no existen más tiempos, los 

posteriores a 1980 no pueden ser tenidos en cuenta, toda vez que la pensión gracia se causa 

únicamente para los docentes que cumplan 20 años de servicio en colegios del orden Departamental, 

Distrital o Municipal, sin que sea posible acumular tiempos del orden Nacional, en consecuencia, se 

puede establecer que no es procede el reconocimiento de la pensión gracia a favor de la demandante, 

por cuanto no reúne los requisitos exigidos por las normas vigentes para acceder a la pensión gracia. 

 

Con respecto a lo anterior, se estima que las Resoluciones RDP 29169 del 21 de julio de 2017 y RDP 

036238 del 20 de septiembre de 2017, se encuentran ajustadas a derecho, toda vez que, previo a 

negar el reconocimiento de la pensión solicitada, mi representada realizó un análisis de la normativa 

y la jurisprudencia que regulan la pensión gracia, llegando a la conclusión que la hoy demandante no 

cumplía con todos los requisitos exigidos por la norma para ser acreedora de la prestación solicitada.  

 

IV. EXCEPCIONES DE FONDO 

 

Respetuosamente solicito a su honorable Despacho, se resuelvan como excepciones de fondo las que 

se exponen a continuación. 

 

1. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN  

 

Carecen de fundamento las pretensiones de la demanda por cuanto no procede el reconocimiento de 

la pensión gracia solicitada por la demandante, por lo expuesto en los fundamentos de la contestación 

de la demanda. 

 

Es así que, en el caso en concreto, la señora ELVA MARIA VEGA SANDOVAL no demuestra cumplir 

con los requisitos que la Ley 114 de 1913 exige para el reconocimiento de la pensión de jubilación 

Gracia, como quiera que la misma exige en su literal b “(...) 20 años de servicios departamental, 

distrital, municipal y nacionalizada el tiempo con vinculación nacional no se tiene en cuenta para el 

reconocimiento; y e) que haya estado vinculado antes del 31 de diciembre de 1980. (...)” , toda vez 
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que, se evidencia que la señora VEGA SANDOVAL ELVA MARIA, prestó sus servicios al 

MINISTERIOR DE EDUCACIÓN NACIONAL desde el 20 de septiembre de 1979 al 28 de enero de 

1988, tiempos que son de carácter NACIONAL por provenir del MEN, razón por la que no son válidos 

para efectos del reconocimiento de la pensión gracia.  

 

Así mismo se observa que prestó sus servicios al DISTRITO DE BOGOTÁ desde el 17 de julio de 

1995 hasta el 10 de septiembre de 2007, tiempos que son posteriores al 31 de diciembre de 1980, 

razón por la cual no pueden ser tenidos en cuenta para efectos del reconocimiento de la pensión 

gracia, si no existe algún tiempo anterior prestado como docente con una vinculación de carácter 

NACIONALIZADO, TERRITORIAL O MUNICIPAL. 

 

De acuerdo a lo anterior se establece que el tipo de VINCULACIÓN como docente de los tiempos 

laborados antes del año 1980, es de carácter NACIONAL, y como no existen más tiempos, los 

posteriores a 1980 no pueden ser tenidos en cuenta, toda vez que la pensión gracia se causa 

únicamente para los docentes que cumplan 20 años de servicio en colegios del orden Departamental, 

Distrital o Municipal, sin que sea posible acumular tiempos del orden Nacional, en consecuencia, se 

puede establecer que no procede el reconocimiento de la pensión gracia a favor del interesado, por 

cuanto no reúne los requisitos exigidos por las normas vigentes para acceder a la pensión gracia.  

 

Aunado a lo anterior, es claro que los diferentes actos administrativos expedidos por la Unidad están 

conforme a lo establecido por el numeral 3, articulo 4 Ley 114 de 1913, así como la reiterada 

jurisprudencia del Consejo de Estado (Sentencia S-699 del 26 de agosto de 1997 M.P. Nicolás Pájaro 

Peñaranda) y de la Corte Constitucional (sentencias C-479 de 1998, C- 954 de 2000, T-218 de 2012 

y C-143 05 de diciembre de 2018). 

 

Adicionalmente, en virtud del Decreto 726 de abril de 2018, expedido por el Ministerio de Trabajo, a 

partir del 01/07/2019 todas las entidades certificadoras de información laboral y factores salariales 

deberán estar inscritas y expedir dicha información a través del sistema CETIL, razón por la cual, los 

certificados laborales expedidos en otros formatos, ya no serán válidos para adelantar trámites 

pensionales, por lo que es necesario, que las entidades en las cuales la señora ELVA MARIA VEGA 

SANDOVAL, prestó sus servicios expidan los certificados de información laboral y factores salariales 

por los períodos laborados en las entidades mencionadas a través de la herramienta CETIL (Sistema 

de Certificación Electrónica de Tiempos Laborados), distintas a las ya certificadas en CETIL, dando 

cumplimiento a lo que ordena la norma antes mencionada. 

 

2. LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

 

Debido a que las pretensiones de la demandante están dirigidas a la declaración de actos 

administrativos proferidos en desarrollo de esta función administrativa, lo que atañe a la sustitución de 

la pensión gracia en los términos del libelo inicial, la actora no logró desvirtuar la legalidad de los actos 

acusados como fue previamente referenciado. Al respecto es de resaltar que la atención de las 

solicitudes que se presenten ante la administración puede llevar consigo la expedición de actos 

administrativos que creen, modifiquen o extingan situaciones jurídicas de carácter particular, los cuales 

encuentran como uno de sus atributos principales el de la presunción de legalidad, es decir, que se 

encuentra acorde con el ordenamiento jurídico (en el marco obvio de las presunciones) en todos los 

aspectos que lo componen. 

 

No puede perderse de vista que, el acto administrativo como expresión de excelencia de la voluntad 

de la autoridad pública, se presume legal, tanto en sus aspectos formales como materiales, entendidos 
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los primeros como aquellos que hacen referencia a la competencia del funcionario por quien fue 

expedido, al sujeto destinatario de la decisión, al objeto de la misma y al cumplimiento de las 

formalidades dispuestas para su expedición; en tanto que los segundos, hacen referencia a la 

adecuada consideración de los elementos de hecho y de la correcta aplicación de la normatividad que 

regula la situación jurídica particular. No obstante, lo anterior y como ya se enunció, la presunción 

referida corresponde a las llamadas iuris tantum, es decir que la misma ha de permanecer vigente, 

hasta tanto no sea desvirtuada a través del procedimiento judicial adecuado, procedimiento que 

deberá ser adelantado por quien demuestre tener la legitimación de la causa para ello.  

 

3. PRESCRIPCIÓN 

 

Sin que de ninguna manera se entienda reconocidos los hechos y las pretensiones de la demanda, se 

propone la excepción de prescripción frente a cualquier derecho que eventualmente se hubiesen 

causado a favor de la demandante y que de conformidad con las normas legales, y con las pruebas 

aportadas al plenario se reconozca en la sentencia, causados con anterioridad a tres años, contados 

desde la presentación de la demanda, conforme lo establece el artículo 488 del C.S.T en concordancia 

con el artículo 151 del C.P.T.Y.S.S. 

 

Sustento la presente excepción además de los artículos citados en precedencia en la jurisprudencia 

de la H corte constitucional, sentencia C-624 de 2003, y la sentencia de la H corte suprema de justicia 

sala de casación laboral, expediente L-8109-96 que me permitió transcribir en su aparte pertinente, 

así: 

(…) “No obstante, así reitero la corte, una vez más, la imprescriptibilidad del derecho a 

reclamar una pensión. “pero, como ha sido objeto de aclaraciones en las anteriores 

oportunidades, la imprescriptibilidad de la pensión se refiere al derecho en sí mismo, pero no 

en lo atinente a las mesadas pensionales dejadas de cobra, las cuales se someten a la regla 

general de prescripción de las leyes sociales de tres (3) años, prevista en el artículo 151 de 

decreto –ley 2158 de 1948”. (…) 

 

(…) ahora bien, como la pensión de jubilación es vitalicia, la jurisprudencia laboral ha 

encontrado, con acierto, que el derecho a ella no prescribe, y que solo a las mesadas, una 

tras otra consideradas, puede aplicarse este medio de extinción de las obligaciones”. Corte 

suprema de justicia- sala de casación laboral, EXP L-8109-96 M.P German Valdés 

 

4. BUENA FE 

 

Mi representada ha actuado con la real y manifiesta buena fe, en relación con la demandante. 

 

5. INTERESES MORATORIOS 

 

Artículo 141. Intereses de mora. A partir del 1o. de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las 

mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al 

pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés 

moratorio vigente en el momento en que se efectué el pago.” 

 

En vista de la normatividad aludida, se establece sin lugar a equivoco y sin que lo expuesto implique 

allanamiento o aceptación a las peticiones de la demanda, es claro que en caso de una eventual 

condena (a la cual no tiene derecho la parte actora), no puede condenarse a los interés moratorios y 

ello obedece a que la UGPP resolvió la solicitud de la actora efectuando el análisis del caso particular, 
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lo cual la llevo a resolver la negativa para la reliquidación de la pensión, lo cual no puede convertirse 

consecuencia adversa a mi representada, en vista que l decisión se fundamentó en el ordenamiento 

jurídico nacional y con las probanzas documentales que obran en el expediente administrativo de la 

demandante. 

 

Asimismo, la Corte Suprema de Justicia (radicado 22605, del 12 de mayo de 2005; Corte Suprema de 

Justicia, radicado 32184 del 10 de febrero de 2009, o la del Radicación No. 41392 con ponencia del 

Dr. FRANCISCO JAVIER RICAURTE GÓMEZ, ha expresado: 

 

“(…) Conforme con ello, si lo que se busca con los intereses moratorios es paliar los efectos 

adversos producidos sobre el acreedor por la mora del deudor en el cumplimiento de las 

obligaciones, debe tenerse en cuenta que uno de esos efectos es el de la devaluación 

monetaria surtida durante todo el tiempo que dure la anomalía en el cumplimiento. (…) 

Puestas de ese modo las cosas, puede concluirse que la compatibilidad originaria de la 

corrección monetaria y de los intereses, depende, fundamentalmente, de la naturaleza y 

tipología de éstos, puesto que, si ellos son los civiles, nada impide que, in casu, se ordene el 

reajuste monetario de la suma debida. Pero si el interés ya comprende éste concepto 

(indexación indirecta), se resalta de nuevo, imponer la corrección monetaria, per se, 

equivaldría a decretar una doble –e inconsultacondena por un mismo ítem, lo que implicaría 

un grave quebranto de la ley misma, (…) Como quiera que el Tribunal, al confirmar la condena 

por indexación impuesta por el a quo, no observó que se creaba la incompatibilidad ya 

señalada con los intereses moratorios por los que condenó, dio una aplicación indebida al 

artículo 141 de la Ley 100 de 1993, por lo que el cargo es fundado y habrá de casarse la 

decisión recurrida en este aspecto. (…)” 

 

Dentro de la presente me permito traer la Sentencia SL 5541 del 14 de noviembre de 2018, de la Corte 

Suprema de Justicia – Sala Laboral; al igual de darse condena por este concepto, solicito al señor 

Juez se tenga en cuenta lo señalado en las sentencias T-588 de 2003, C-1024 de 2004 y SU-065 de 

2018. 

 

6. GENÉRICA O INNOMINADA 

 

De conformidad con lo establecido por el artículo 282 del C.G.P., solicito al Despacho que de encontrar 

probados hechos que constituyan excepción los declare probados a favor de mi poderdante. 

 

V. PRUEBAS 

Sírvase H. Juez, tener como pruebas las obrantes en el expediente y, decretar e incorporar los 

siguientes documentales: 

 

1. Expediente administrativo correspondiente a la señora ELVA MARÍA VEGA SANDOVAL 

identificada con la cédula de ciudadanía No. 20.953.898. 

 

VI. ANEXOS 

 

1. Escritura pública No. 733 de 17 de febrero de 2023 de la Notaría 73 del Círculo de Bogotá; 

mediante al cual la UGPP otorga poder general a la firma de abogados Eunomia Abogados 

S.A.S., NIT 901.673.602-1, representada legalmente por Jhon Jairo Bustos Espinosa. 

2. Certificado de existencia y representación legal de Eunomia Abogados S.A.S. 

mailto:jbustos@ugpp.gov.co


EUNOMIA ABOGADOS S.A.S 

Calle 78 # 10-31 Bogotá D.C., 

Colombia Nit 901.673.602-1 

Cel.: (+57) 313-8916435 

jbustos@ugpp.gov.co 

Bogotá, Colombia | Calle 78 # 10 - 31 | Cel.: (+57) 313-8916435 

 
 
 
 
 
 
 

 

3. Escritura pública No. 286 de 31 de marzo de 2023, otorgada en la Notaría Única del Círculo 

de Cota mediante la cual el Dr. Jhon Jairo Bustos Espinosa me otorga poder general para 

representar a la UGPP. 

4. Expediente administrativo. 

5. Copia cédula de ciudadanía y tarjeta profesional del suscrito. 

 

VII. NOTIFICACIONES 
 
El suscrito apoderado en el correo jbustos@ugpp.gov.co. 
 
La Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social 
– UGPP en la Avenida Carrera 68 No. 13 – 37, de Bogotá D.C. y al correo 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co 
 
Cordialmente,  
 

 
FABIAN LIBARDO LOZANO BARRERA 
C.C. No.1.049.650.342 
T.P. No. 375.284 
 
 
 

mailto:jbustos@ugpp.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
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Bogotá D.C. 
 
Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCION SEGUNDA SUBSECCION «D» 
MP: Dr. Cerveleón Padilla Linares 
rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co    

E.  S.  D. 
 
REFERENCIA:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO-LABORAL 
DEMANDANTE:  ELVA MARIA VEGA SANDOVAL 
DEMANDADA:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION – FOMAG, FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A, DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACION 
DISTRITAL 

 
EXPEDIENTE:              25000-23-42-000-2018-00847-00  
 
 

 
CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
SERGIO DAVID PIERNAGORDA OSORIO mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá 
D.C., identificado con cédula de ciudadanía No. 1.030.573.797 de Bogotá, abogado titulado 
y en ejercicio, portador de la tarjeta profesional No. 329.837 expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado de la parte demandada 
BOGOTA-SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL conforme al poder que me fue conferido, 
por medio del presente escrito y estando dentro del término legal, procedo a contestar la 
demanda promovida en los siguientes términos: 

 
I. A LAS PRETENSIONES, DECLARACIONES Y CONDENAS 

 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones y condenas de la demandante por carecer 
de fundamentos de hecho y de derecho en los siguientes términos: 
 
1. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta declaración, teniendo 
en cuenta que, la Secretaría de Educación no es la entidad a la que corresponde la 
determinación del porcentaje en el que debe ser reconocida la prestación solicitada por la 
parte actora. Le corresponde la a Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, por entes autónomos e 
independientes de la entidad que represento. 
 
2. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta declaración, teniendo 
en cuenta que, la Secretaría de Educación no es la entidad a la que corresponde la 
determinación del porcentaje en el que debe ser reconocida la prestación solicitada por la 
parte actora. Le corresponde la a Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, por entes autónomos e 
independientes de la entidad que represento. 

 
3. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta declaración, teniendo 
en cuenta que, la Secretaría de Educación no es la entidad a la que corresponde la 
determinación del porcentaje en el que debe ser reconocida la prestación solicitada por la 
parte actora. Le corresponde la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACION - FONPREMAG entes 
autónomos e independientes de la entidad que represento. Sin embargo, es menester 
aclarar que no es posible en derecho ajustar la pensión de invalidez de la docente como 
origen laboral por lo establecido en el Decreto 1655 de 2015, por cuanto este entro en 

mailto:rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co
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vigencia a partir del 20 de febrero de 2016 y el estatus de pensionada la docente lo adquirió 
el 04 de enero de 2012  

 
4. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta declaración, teniendo 
en cuenta que, conforme a que conforme lo señala el demandante ante esta Secretaría no 
se levantó solicitud alguna, en la cual el Honorable Tribunal pueda declarar la nulidad.  

 
5. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta declaración, teniendo 
en cuenta que, la Secretaría de Educación no es la entidad a la que corresponde la 
determinación del porcentaje en el que debe ser reconocida la prestación solicitada por la 
parte actora. Le corresponde la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACION - FONPREMAG entes 
autónomos e independientes de la entidad que represento. 

 
6. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta declaración, teniendo 
en cuenta que, la Secretaría de Educación no es la entidad a la que corresponde la 
determinación del porcentaje en el que debe ser reconocida la prestación solicitada por la 
parte actora. Le corresponde la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACION - FONPREMAG entes 
autónomos e independientes de la entidad que represento. 

 
7. Que el acto administrativo sobre el cual el demandante solicita se realice la declaratoria 
de nulidad, es decir el Oficio S-2017- 40644 y S-2017-03113 de fecha Marzo Trece (13) del 
año dos mil diecisiete (2017), opero el fenómeno de la caducidad, toda vez que los cuatro 
meses para iniciar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho venció el 
trece (13) de julio de dos mil diecisiete (2017) y la demanda se presentó u/o radico el 
diecisiete (17) de abril de dos mil dieciocho (2018), sin que dentro de los anexos de la 
demanda se aporte acta de audiencia de conciliación ante la Procuraduría General de la 
Nación, con el fin de verificar que dicho término se haya interrumpido. 

 
8. Que el acto administrativo sobre el cual el demandante solicita se realice la declaratoria 
de nulidad, es decir el Oficio S-2017- 99135  de fecha Marzo  veintitrés (23) de junio de dos 
mil diecisiete (2017), opero el fenómeno de la caducidad, toda vez que los cuatro meses para 
iniciar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho venció el diecisiete (17) 
de octubre de dos mil diecisiete (2017) y la demanda se presentó u/o radico el diecisiete (17) 
de abril de dos mil dieciocho (2018), sin que dentro de los anexos de la demanda se aporte 
acta de audiencia de conciliación ante la Procuraduría General de la Nación, con el fin de 
verificar que dicho término se haya interrumpido. 

 
9. Me abstengo de realizar pronunciamiento alguno respecto a esta declaración, teniendo 
en cuenta que, la Secretaría de Educación no es la entidad a la que corresponde la 
determinación del porcentaje en el que debe ser reconocida la prestación solicitada por la 
parte actora. Le corresponde la a Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, por entes autónomos e 
independientes de la entidad que represento. 

 
10. Me abstengo de realizar pronunciamiento, y me abstengo a lo ordenado por el 
Despacho. 

 
11. Me abstengo de realizar pronunciamiento, y me abstengo a lo ordenado por el 
Despacho. 

 
12. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión y me abstengo a lo que en derecho falle 
en señor juez.  
 

II. A LOS HECHOS 
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Doy respuesta a cada uno de los hechos de demanda en el mismo orden de su formulación 
así: 
 
AL PRIMERO. – No me consta, que se pruebe. 
 
AL SEGUNDO. – No me consta, que se pruebe.  
 
AL TERCERO. – Es cierto respecto a la expedición de la resolución 469 de fecha 27 de junio 
de 1995, toda vez, que fue el acto administrativo, mediante la cual expidió mi representada. 
 
AL CUARTO. – No es un hecho, es un recuento normativo de un artículo de la Constitución 
Política de Colombia, que el demandante le da aplicabilidad al presente caso- 
 
AL QUINTO. – Que, la docente se vinculó mediante la resolución No 14228 de fecha 28 de 
agosto del 1979, proferida por el Ministerio de Educación Nacional y se posesionó de fecha 
20 de septiembre de 1979, suscrito ante Ministerio de Educación Nacional. Y toda vez, que 
el Ministerio de Educación Nacional es una entidad de orden Nacional, bajo el mismo 
precepto se entendería todos los empleados públicos que lo integran. 
 
AL SEXTO. -  No es un hecho, es un resumen normativo. 
 
AL SÉPTIMO. – No es un hecho es un fragmento de una sentencia, que a criterio del 
demandante le es aplicable al presente caso.  
 

III. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 
 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

 
Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan Nacional de 
Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 
 

 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se 
encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
presente ley. 

 
El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar las recursos del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará estos 
servicios con aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía e igualdad, 
que permita seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores condiciones 
de servicio, mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo establecido en 
el artículo 3o de la Ley 91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas independientes, correspondiente a 
los recursos de pensiones, cesantías y salud.” 

 
Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se crea el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la forma como se asumirán las 
obligaciones prestacionales de los docentes, entre la nación y los entes territoriales, de la 
siguiente manera: 
 

Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las entidades 
territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con el personal 
docente, de la siguiente manera: 
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(…) 
 
5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a partir 
del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación y serán 
pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades 
territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las 
entidades que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta 
la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por concepto de las 
prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  
 
Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una 
cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 
de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital.  
 
Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia 
mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la 
presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la 
sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los 
costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en 
el Ministro de Educación Nacional. 
 
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 
descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 
unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 
RELIQUIDACIÓN DE LA PRESTACIÓN PENSIONAL SOLICITADA 
 
Se debe señalar que las peticiones de la presente demanda no deben prosperar, ya que al 
expedirse los actos administrativos demandados, mi representada no incurrió en ninguna 
violación de orden jurídico que implique acceder a la nulidad de los mencionados actos, ni 
mucho menos a un restablecimiento del derecho, como equivocadamente lo pretende la 
parte demandante, advirtiendo al Despacho que mediante la Resolución por medio de la cual 
la entidad  resolvió el reconocimiento de la prestación pensional lo hizo aplicando la norma 
vigente para el caso en concreto estando ajustada a derecho.  
 
Téngase en cuenta que la Ley 812 de 2003 fue reglamentada por los Decreto 2341 de 2003 
y 3752 de 2003, normas que establecen claramente la base de cotización de las prestaciones 
sociales de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
y que plasman que no podrá ser diferente a la base de cotización sobre la cual realiza aportes 
el docente 
 
El Art 15 de la Ley 91 de 1989, prevé las reglas para proceder al reconocimiento de las 
pensiones en este caso de los docentes y la normatividad aplicable, de la siguiente manera: 
 

Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por 
las siguientes disposiciones:  
 
 1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 
para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 
prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las 
normas vigentes.  
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Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos 
de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a 
los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 
de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley. 
 
2.- Pensiones: 
 
(…) 
 

A. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, 
y para aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, cuando se cumplan los 
requisitos de Ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del 
salario mensual promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen vigente 
para los pensionados del sector público nacional y adicionalmente de una prima de medio 
año equivalente a una mesada pensional. 

 
Téngase en cuenta, que el Parágrafo 1° del Acto Legislativo 01 de 2005, previo lo siguiente 
respecto a las prestaciones pensional es de los docentes: 
 

Parágrafo transitorio 1º. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados 
y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se 
hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos 
de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los 
términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003".  

 
El Art 81 de la Ley 812 de 2003 fue reglamentada por los Decreto 2341 de 2003 y 3752 de 
2003, plasma lo siguiente respecto a estas prestaciones pensionales: 
 

Artículo 81.   Régimen prestacional de los docentes oficiales. El régimen prestacional de 
los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren vinculados al 
servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones 
vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 
Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos 
pensionales del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 
y 797 de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de 
vejez que será de 57 años para hombres y mujeres. 

 
Al respecto también vale la pena traer a colación la sentencia del CONSEJO DE ESTADO SALA 
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA Consejero ponente: LUIS RAFAEL 
VERGARA QUINTERO Radicación 2004-00220-01(4582-04) y 2005-00234-00(9906-05) 
ACUMULADOS, se concluyó lo siguiente: 
 

REGIMEN PENSIONAL DE DOCENTES AFILIADOS AL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – Lo determina la fecha de vinculación La normativa hasta 
ahora reseñada permite concluir que el régimen pensional de los docentes afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se establece tomando como 
referencia la fecha de vinculación del docente al servicio educativo estatal, así: i) Si la 
vinculación es anterior al 27 de junio de 2003, fecha de entrada en vigencia de la ley 812 
de 2003, su régimen pensional corresponde al establecido en la ley 91 de 1989 y demás 
normas aplicables hasta ese momento, sin olvidar las diferencias provenientes de la 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=8795#81
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condición de nacional, nacionalizado o territorial, predicables del docente en particular; 
Este régimen está llamado necesariamente a extinguirse en el tiempo a medida que 
decrece el número de sus destinatarios (régimen de transición). ii) Si el ingreso al servicio 
ocurrió a partir del 27 de junio de 2003, el régimen pensional es el de prima media con 
prestación definida, regulado por la ley 100 de 1993 con las modificaciones introducidas 
por la ley 797 de 2003, pero teniendo en cuenta que la edad se unifica para hombres y 
mujeres, en 57 años. En ambas situaciones se trata de un régimen exceptuado por el 
legislador, pues mantienen e introducen modificaciones al régimen pensional general. 

 
De los hechos de la demanda, se establece que los factores dentro del periodo que pretende 
la demandante se reconozcan como parte de la base para reliquidar la pensión otorgada con 
la inclusión de todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios no 
es procedente y carece de fundamentos facticos y legales.  
 
Adicional a lo anterior, se debe traer a colación el reciente pronunciamiento de la Corte 
Constitucional, sentencia SU-230 de 2015, por medio de la cual, se establecieron los 
lineamientos de interpretación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. Se expresa en esta 
providencia que el régimen de transición cobijó los elementos de edad, monto pensional o 
tasa de reemplazo y tiempo o semanas de cotización, sin embargo, en cuanto al Ingreso Base 
de Cotización, expresamente dispuso que debe ser aplicado el contemplado en la Ley 100 de 
1993 artículo 21. 

 
FALTA DE LEGITIMACION MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA EN RELACIÓN CON LA 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
 
Al respecto es necesario señalar que con ocasión de la expedición de la Ley 91 del 29 de 
diciembre de 1989, por la cual se creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, se indicó en su artículo 15, lo siguiente:  
 

“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por 
las siguientes disposiciones:  
1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 
para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 
prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las 
normas vigentes. 
 […] 
3.- Cesantías: 
Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes 
de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, 
sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o 
en caso contrario sobre el salario promedio del último año. 
 
A su vez, el Decreto 2563 de 1990, por el cual se determinan las responsabilidades de 
pago de las prestaciones sociales del personal docente nacional y nacionalizado y se 
dictan otras disposiciones, estableció en sus artículos 10 y 26:  
 
“Artículo 10º.- La deuda con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
por concepto de las cesantías del personal docente nacionalizado, no causadas a 29 de 
diciembre de 1989, se liquidará teniendo en cuenta el régimen prestacional vigente en 
cada entidad territorial. En cada caso deberán deducirse los valores pagados por 
liquidaciones parciales de cesantías y realizarse los ajustes que resulten del estimativo 
actuarial sobre los efectos de su futura valorización por la retroactividad aplicable al 
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tiempo servido hasta esa fecha. 
Las responsabilidades de pago al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
por este concepto serán, a prorrata del tiempo servido por el docente, las mismas 
señaladas en el Capítulo II para las prestaciones causadas, teniendo en cuenta que la 
valorización futura por efecto de la retroactividad es de cargo de la entidad responsable 
del período valorizado.”. 
“Artículo 26º.- Si una vez realizado el corte de cuentas con las entidades territoriales y sus 
cajas de previsión seccional o las entidades que hagan sus veces, el Fondo Nacional de 
Ahorro y la Caja Nacional de Previsión Social, se presentare déficit entre el monto 
estimado de las deudas a 29 de diciembre de 1989 y su costo efectivo de liquidación, este 
faltante será cubierto por la Nación.”. 

 
Además, téngase en cuenta lo previsto en el Art 53 de la Ley 962 de 2005 “Por la cual se 
dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de 
los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o 
prestan servicios públicos”, al respecto: 
 

ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, 
el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 
administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 
Así las cosas, teniendo en citado Fondo (según el artículo 4º de la referida ley) la función de 
atender las prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados ninguna 
obligación podrá recaer en cuanto a este tema en cabeza de la Secretaria de Educación del 
Distrito. 
 
DEL CASO EN CONCRETO 
 
Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro para esta parte que 
la entidad que represento carece de legitimación en la causa por pasiva en el caso que nos 
ocupa, no sólo porque la que está llamada a responder respecto al eventual reconocimiento 
de la prestación pensional de la demandante seria el Fondo de Prestación Sociales del 
Magisterio y la Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial y la entidad 
territorial solo estaría obligada de acuerdo con la Ley anti tramites a la elaboración y remisión 
del acto administrativo que en conto caso debe aprobarse por el FONPREMAG quien es en 
ultimas que hace el análisis de la norma para conceder la prestación pensional. 
 
Además, como se dejó plasmado en líneas anteriores, la actora no le asiste derecho a lo 
pretendido teniendo en cuenta que mediante la Resolución por medio de la cual la entidad 
resolvió el reconocimiento de la prestación pensional lo hizo aplicando la norma vigente para 
el caso en concreto estando ajustada a derecho.  
 

III. EXCEPCIONES 
 
Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que precede, me permito 
proponer las siguientes excepciones de fondo: 
 
EXCEPCIONES DE FONDO. - LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS: 
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Conforme ha sido reiterado en numerosas oportunidades por las Altas Cortes se entiende 
que la presunción de legalidad del acto administrativo, hace referencia a “la presunción de 
validez del acto administrativo mientras su posible nulidad no haya sido declarada por 
autoridad competente. La presunción de legitimidad importa, en sustancia, una presunción 
de regularidad del acto, también llamada presunción de “legalidad”, de “validez”, de 
“juridicidad” o pretensión de legitimidad.  
 
En el mismo sentido, se ha manifestado que la presunción de legalidad del acto 
administrativo es “la suposición de que el acto fue emitido conforme a derecho, dictado en 
armonía con el ordenamiento jurídico. Es una resultante de la juridicidad con que se mueve 
la actividad estatal.  La legalidad justifica y avala la validez de los actos administrativos; por 
eso crea la presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y que respetan las 
normas que regulan su producción” 
 
La presunción se desprende del hecho supuesto de que la administración ha cumplido 
íntegramente con la legalidad preestablecida en la expedición del acto, lo que hace 
desprender a nivel administrativo importantes consecuencias entre ellas, la ejecutoriedad 
del mismo. 
 
Al respecto vale la pena finalizar reiterando lo expresado en el acápite de razones y 
fundamentos de derecho en el sentido de que las normas aplicables al caso concreto de la 
demandante son aquellas que en efecto ha contemplado la entidad demandada.  
 
PRESCRIPCION:  
 
La cual aplicaría conforme a las disposiciones legales y sobre aquellas solicitudes que han 
sobrepasado el término máximo legal para su reclamación. 
 
LA GENÉRICA O INNOMINADA. -  
 
Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier otra excepción que resulte 
demostrada en el curso del proceso. 
 

V. PRUEBAS 
 

Revisada la demanda solicito respetuosamente señor juez se tenga en cuenta las pruebas 
entregadas por la parte demandante. Igualmente, la Secretaria de Educación Distrital enviara 
cualquier otra prueba que su señoría considere relevante para el proceso. 
 

1. Expediente administrativo. 
 

VI. ANEXOS 
 
Anexo al presente escrito los siguientes documentos: 
 

1. Poder especial conferido por el jefe de la oficina jurídica de la Secretaria de 
Educación de Bogotá D.C. 

2. Poder de sustitución. 
3. Pruebas señaladas en el capítulo V. 

 
 

VII. NOTIFICACIONES. 
 
Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito suministro los 
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siguientes datos: 
 
La Secretaría de Educación recibe notificaciones en la Avenida el Dorado No. 66-63, Bogotá. 
Al correo electrónico de notificaciones judiciales de la Entidad: 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co y a al suscrito apoderado: Carrera 16 A 
No. 80-06 oficina 507, de la ciudad de Bogotá al Correo electrónico del apoderado: 
sosorioabogadoschaustre@gmail.com   
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
SERGIO DAVID PIERNAGORDA OSORIO 
C.C. 1.030.573.797 de Bogotá 
T.P. 329.837 del C.S. de la J. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

mailto:notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
mailto:sosorioabogadoschaustre@gmail.com


 

 

 
Bogotá D.C. – Colombia. 

www. chaustreabogados.com  

Carrera 16A No.80-06 oficina 507 

Bogotá D.C. 
 
Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCION SEGUNDA SUBSECCION «D» 
MP: Dr. Cerveleón Padilla Linares 
rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co    

E.  S.  D. 
 
REFERENCIA:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO-LABORAL 
DEMANDANTE:  ELVA MARIA VEGA SANDOVAL 
DEMANDADA:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION – FOMAG, FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A, DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACION 
DISTRITAL 

 
EXPEDIENTE:              25000-23-42-000-2018-00847-00  
 
ASUNTO:   EXCEPCIONES PREVIAS  

 
SERGIO DAVID PIERNAGORDA OSORIO, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá 
D.C., identificado con cédula de ciudadanía No. 1.030.573.797 de Bogotá, abogado titulado 
y en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 329.837 expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado especial de Bogotá – secretaria 
de Educación Distrital, manifiesto que por medio del presente escrito y encontrándome 
dentro del término legal, me permito interponer las siguientes excepciones previas, 
conforme a las siguientes consideraciones:  
 
RÉGIMEN LEGAL DE LAS PRESTACIONES DE LOS DOCENTES. 

 
Desde la expedición de la Ley 812 de 2003 por la cual se aprueba el Plan Nacional de 
Desarrollo 2003, se consagró en su artículo 81 lo siguiente: 
 

 "El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se 
encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
presente ley. 

 
El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar las recursos del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará estos 
servicios con aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía e igualdad, 
que permita seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores condiciones 
de servicio, mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo establecido en 
el artículo 3o de la Ley  91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio se administrará en subcuentas independientes, correspondiente a 
los recursos de pensiones, cesantías y salud.” 

 
Por su parte el artículo Art 2° y 3° de la Ley 91 de 1989 a través de la cual se crea el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, refiere a la forma como se asumirán las 
obligaciones prestacionales de los docentes, entre la nación y los entes territoriales, de la 
siguiente manera: 
 

Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las entidades 
territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con el personal 
docente, de la siguiente manera: 
 

mailto:rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co
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(…) 
 
5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a partir 
del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación y serán 
pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades 
territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las 
entidades que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta 
la fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por concepto de las 
prestaciones sociales no causadas o no exigibles.  
 
Artículo 3°.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una 
cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 
de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital.  
 
Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia 
mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la 
presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la 
sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los 
costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en 
el Ministro de Educación Nacional. 
 
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 
descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 
unidad." (Subrayado fuera de texto). 

 
RELIQUIDACIÓN DE LA PRESTACIÓN PENSIONAL SOLICITADA 
 
Se debe señalar que las peticiones de la presente demanda no deben prosperar, ya que al 
expedirse los actos administrativos demandados, mi representada no incurrió en ninguna 
violación de orden jurídico que implique acceder a la nulidad de los mencionados actos, ni 
mucho menos a un restablecimiento del derecho, como equivocadamente lo pretende la 
parte demandante, advirtiendo al Despacho que mediante la Resolución por medio de la cual 
la entidad  resolvió el reconocimiento de la prestación pensional lo hizo aplicando la norma 
vigente para el caso en concreto estando ajustada a derecho.  
 
Téngase en cuenta que la Ley 812 de 2003 fue reglamentada por los Decreto 2341 de 2003 
y 3752 de 2003, normas que establecen claramente la base de cotización de las prestaciones 
sociales de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
y que plasman que no podrá ser diferente a la base de cotización sobre la cual realiza aportes 
el docente 
 
El Art 15 de la Ley 91 de 1989, prevé las reglas para proceder al reconocimiento de las 
pensiones en este caso de los docentes y la normatividad aplicable, de la siguiente manera: 
 

Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por 
las siguientes disposiciones:  
 
 1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 
para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 
prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las 
normas vigentes.  
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Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos 
de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a 
los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 
de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley. 
 
2.- Pensiones: 
 
(…) 
 

B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, 
y para aquellos que se nombren a partir del 1 de enero de 1990, cuando se cumplan los 
requisitos de Ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del 
salario mensual promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen vigente 
para los pensionados del sector público nacional y adicionalmente de una prima de medio 
año equivalente a una mesada pensional. 

 
Téngase en cuenta, que el Parágrafo 1° del Acto Legislativo 01 de 2005, previo lo siguiente 
respecto a las prestaciones pensional es de los docentes: 
 

Parágrafo transitorio 1º. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados 
y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el 
Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se 
hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos 
de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los 
términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003".  

 
El Art 81 de la Ley 812 de 2003 fue reglamentada por los Decreto 2341 de 2003 y 3752 de 
2003, plasma lo siguiente respecto a estas prestaciones pensionales: 
 

Artículo 81.   Régimen prestacional de los docentes oficiales. El régimen prestacional de 
los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren vinculados al 
servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones 
vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 
Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos 
pensionales del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 
y 797 de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de 
vejez que será de 57 años para hombres y mujeres. 

 
Al respecto también vale la pena traer a colación la sentencia del CONSEJO DE ESTADO SALA 
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA Consejero ponente: LUIS RAFAEL 
VERGARA QUINTERO Radicación 2004-00220-01(4582-04) y 2005-00234-00(9906-05) 
ACUMULADOS, se concluyó lo siguiente: 
 

REGIMEN PENSIONAL DE DOCENTES AFILIADOS AL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – Lo determina la fecha de vinculación La normativa hasta 
ahora reseñada permite concluir que el régimen pensional de los docentes afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se establece tomando como 
referencia la fecha de vinculación del docente al servicio educativo estatal, así: i) Si la 
vinculación es anterior al 27 de junio de 2003, fecha de entrada en vigencia de la ley 812 
de 2003, su régimen pensional corresponde al establecido en la ley 91 de 1989 y demás 
normas aplicables hasta ese momento, sin olvidar las diferencias provenientes de la 
condición de nacional, nacionalizado o territorial, predicables del docente en particular; 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=8795#81
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Este régimen está llamado necesariamente a extinguirse en el tiempo a medida que 
decrece el número de sus destinatarios (régimen de transición). ii) Si el ingreso al servicio 
ocurrió a partir del 27 de junio de 2003, el régimen pensional es el de prima media con 
prestación definida, regulado por la ley 100 de 1993 con las modificaciones introducidas 
por la ley 797 de 2003, pero teniendo en cuenta que la edad se unifica para hombres y 
mujeres, en 57 años. En ambas situaciones se trata de un régimen exceptuado por el 
legislador, pues mantienen e introducen modificaciones al régimen pensional general. 

 
De los hechos de la demanda, se establece que los factores dentro del periodo que pretende 
la demandante se reconozcan como parte de la base para reliquidar la pensión otorgada con 
la inclusión de todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios no 
es procedente y carece de fundamentos facticos y legales.  
 
Adicional a lo anterior, se debe traer a colación el reciente pronunciamiento de la Corte 
Constitucional, sentencia SU-230 de 2015, por medio de la cual, se establecieron los 
lineamientos de interpretación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. Se expresa en esta 
providencia que el régimen de transición cobijó los elementos de edad, monto pensional o 
tasa de reemplazo y tiempo o semanas de cotización, sin embargo, en cuanto al Ingreso Base 
de Cotización, expresamente dispuso que debe ser aplicado el contemplado en la Ley 100 de 
1993 artículo 21. 

 
FALTA DE LEGITIMACION MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA EN RELACIÓN CON LA 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
 
Al respecto es necesario señalar que con ocasión de la expedición de la Ley 91 del 29 de 
diciembre de 1989, por la cual se creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, se indicó en su artículo 15, lo siguiente:  
 

“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por 
las siguientes disposiciones:  
1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 
para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 
prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las 
normas vigentes. 
 […] 
3.- Cesantías: 
Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes 
de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, 
sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o 
en caso contrario sobre el salario promedio del último año. 
 
A su vez, el Decreto 2563 de 1990, por el cual se determinan las responsabilidades de 
pago de las prestaciones sociales del personal docente nacional y nacionalizado y se 
dictan otras disposiciones, estableció en sus artículos 10 y 26:  
 
“Artículo 10º.- La deuda con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
por concepto de las cesantías del personal docente nacionalizado, no causadas a 29 de 
diciembre de 1989, se liquidará teniendo en cuenta el régimen prestacional vigente en 
cada entidad territorial. En cada caso deberán deducirse los valores pagados por 
liquidaciones parciales de cesantías y realizarse los ajustes que resulten del estimativo 
actuarial sobre los efectos de su futura valorización por la retroactividad aplicable al 
tiempo servido hasta esa fecha. 
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Las responsabilidades de pago al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
por este concepto serán, a prorrata del tiempo servido por el docente, las mismas 
señaladas en el Capítulo II para las prestaciones causadas, teniendo en cuenta que la 
valorización futura por efecto de la retroactividad es de cargo de la entidad responsable 
del período valorizado.”. 
“Artículo 26º.- Si una vez realizado el corte de cuentas con las entidades territoriales y sus 
cajas de previsión seccional o las entidades que hagan sus veces, el Fondo Nacional de 
Ahorro y la Caja Nacional de Previsión Social, se presentare déficit entre el monto 
estimado de las deudas a 29 de diciembre de 1989 y su costo efectivo de liquidación, este 
faltante será cubierto por la Nación.”. 

 
Además, téngase en cuenta lo previsto en el Art 53 de la Ley 962 de 2005 “Por la cual se 
dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de 
los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o 
prestan servicios públicos”, al respecto: 
 

ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, 
el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 
administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 
Así las cosas, teniendo en citado Fondo (según el artículo 4º de la referida ley) la función de 
atender las prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados ninguna 
obligación podrá recaer en cuanto a este tema en cabeza de la Secretaria de Educación del 
Distrito. 
 
DEL CASO EN CONCRETO 
 
Analizada en conjunto la normatividad referida anteriormente, es claro para esta parte que 
la entidad que represento carece de legitimación en la causa por pasiva en el caso que nos 
ocupa, no sólo porque la que está llamada a responder respecto al eventual reconocimiento 
de la prestación pensional de la demandante seria el Fondo de Prestación Sociales del 
Magisterio y la Fiduprevisora como administradora de esa cuenta especial y la entidad 
territorial solo estaría obligada de acuerdo con la Ley anti tramites a la elaboración y remisión 
del acto administrativo que en conto caso debe aprobarse por el FONPREMAG quien es en 
ultimas que hace el análisis de la norma para conceder la prestación pensional. 
 
Además, como se dejó plasmado en líneas anteriores, la actora no le asiste derecho a lo 
pretendido teniendo en cuenta que mediante la Resolución por medio de la cual la entidad 
resolvió el reconocimiento de la prestación pensional lo hizo aplicando la norma vigente para 
el caso en concreto estando ajustada a derecho.  
 

NOTIFICACIONES 
 
 
Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito suministro los 
siguientes datos: 
 
La Secretaría de Educación recibe notificaciones en la Avenida el Dorado No. 66-63, Bogotá. 
Al correo electrónico de notificaciones judiciales de la Entidad: 
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notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co y a al suscrito apoderado: Carrera 16 A 
No. 80-06 oficina 507, de la ciudad de Bogotá al Correo electrónico del apoderado: 
sosorioabogadoschaustre@gmail.com   
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
SERGIO DAVID PIERNAGORDA OSORIO 
C.C. 1.030.573.797 de Bogotá 
T.P. 329.837 del C.S. de la J. 
 
 

mailto:notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
mailto:sosorioabogadoschaustre@gmail.com
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cuenta que la inscripción en el Escalafón Nacional Docente solo procede por una sola vez (Arts 1 y 2 del Decreto 259 de 1981, y Art. 21 del Decreto 
1278 de 2002) Manifiesto bajo gravedad de juramento, que no he radicado anteriormente solicitud de inscripción en el Escalafón Nacional Docente. 

GRADO SOLICITADO: GRADO ACTUAL: 

VI. TRÁMITES ANTE LA OFICINA DE NÓMINA (ADMINISTRATIVOS): 
CERTIFICACIONES: 

E CERTIFICADO FNA - CRÉDITO 

PENSIONES: 

Ei CERTIFICADO CON PRIMA 

E CERTIFICADO CLEP 

El BONOS PENSIONALES 

Dando cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 1581' de 2012, me permito manifestar de manera libre y voluntaria, que 
AUTORIZO a la Secretaria de Educación de Bogotá D.C. para que verifique ante la institución o establecimiento de 
educación correspondiente, la veracidad de todos los soportes académicos que he presentado para adelantar el trámite. 
Declaro igualmente que he sido suficientemente enterado de los derechos que me asisten como Titular de la información, 
del tratamiento al que serán sometidos mis datos personales y la finalidad del mismo, asi como la identificación, dirección 
fisica o electrónica y teléfono del Responsable del Tratamiento, en este caso, la Secretaría de Educación del Distrito. 
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FIRMA DEL SOLICITANTE: 
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AUTORIZACIÓN 

TOTAL FOLIOS: 

ALCALDÍA MAYOR 
DE BOGOTÁ D.C. 

SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

I. DATOS BÁSICOS DEL SOLICITANTE 
C N 	EP 

DOCUMENTO 	 El El 
1:2,01 	 11,1 

FORMULARIO ÚNICO DE 
TRÁMITES FUNCIONARIOS 

Avenida Eldorado No. 66 - 63 PBX: 3241000 
Fax: 3153448 www.educacionbogota.edu.co  

NOTA: Respetado usuario, recuerde que debe 
utilizar un formato por cada trámite solicitado 

,  
E OTRO 

I 	1 	I 	I 

111 CESANTÍA PARCIAL VALOR SOLICITADO: 1 1 	1 	I 	1 	I 	1 CESANTÍA DEFINITIVA 

EDUCACIÓNOFUNCIONARIO 

III

* E BENEFICIARIO 

1111 EXTERIOR (FAVIDI) 

VIVIENDA COMPRA NUEVA E REPARACIONES LOCATIVAS 

[I] COMPRA USADA E PAGO CRÉDITO HIPOTECARIO 

111 MEJORA VIVIENDA El COMPRA LOTE 

ni  RETIRO DEL 
SERVICIO 

E FALLECIMIENTO 

OBSERVACIONES 
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